STJSL-S.J. – S.D. Nº 190/19.-

--En la Provincia de San Luis, a diecisiete días del mes de octubre de dos mil diecinueve, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. CARLOS ALBERTO COBO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “PELAYES, SERGIO FABIÁN c/ CRESUD S.A. s/ LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP. Nº 291720/16.
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO.

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C?

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior: ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: 1) Que de conformidad con constancias del sistema IURIX la parte actora interpuso Recurso de Casación en fecha 07/02/2019 (ESCEXT N° 10874764), contra Sentencia Definitiva Nº 03/2019 de fecha 01/02/2019 (actuación N° 10811798), dictada por la Cámara de Apelaciones Sala Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Tercera Circunscripción Judicial, que rechazó la apelación de la actora y receptó parcialmente la de la demandada, por lo que, en lo esencial, confirmó el fallo del inferior, sólo modificando el porcentaje de imposición de costas que fijó en un 80% a cargo de la actora y un 20% a cargo de la demandada. Asimismo fijó en igual proporción las costas generadas en segunda instancia.
A su turno el Juez de primera instancia había hecho lugar parcialmente a la demanda, condenando a la demandada a abonar al actor la suma de PESOS TREINTA Y OCHO MIL OCHOCIENTOS NOVENTA CON DIECIOCHO CENTAVOS ($ 38.890,18.-), extremo que ha quedado firme.
Los fundamentos del recurso intentado lucen incorporados al sistema IURIX en fecha 18/02/2019, mediante ESCEXT N° 10953280, en los que destacó como antecedentes que:

“En fecha 31/07/2015 la patronal remite al trabajador carta documento la que textualmente dice: “…Por medio de la presente ratificamos despido efectuado en fecha 30/07/2015 que dice: Notificamos finalización del contrato de trabajo a partir del día de la fecha sin invocación de causa. Liquidación final, Certificación de servicios y remuneraciones (Form. PS.6.2) y el certificado de trabajo se encuentran a su disposición en términos legales””.
“Que en fecha 03/09/2015 la patronal remite al trabajador carta documento OCA en donde comunica que por un error involuntario le fue enviada una comunicación de ratificación de despido sin causa cuando en realidad fue despedido y notificado con justa causa. Frente a tal circunstancia ratifica la causal de despido del día 30/07/2015 que fuera la primera y válida notificación, dejando sin efecto la comunicación que le fuera comunicada posteriormente”.
Luego expuso que: “El art. 243 hace referencia a notificación por Escrito, a lo que debemos agregar que resulta vital, establecer la fecha cierta de dicha y contenido de tal NOTA. La nota en la que el Juez de grado y ahora esta Excma. Cámara ha basado su sentencia y tiene como acto extintivo obviamente NO TIENE FECHA CIERTA, NI PUEDE DAR FE CIERTA DE SU CONTENIDO. Hemos hecho hincapié y pedimos la atención de S.S. en la cuestión de la fecha cierta inexistente en la NOTA, cuestión que traigo a consideración ya que ésta, no ha sido considerada en absoluto por el Juez de Primera Instancia y ahora por S.E.”.
En definitiva, la nota, carece de fecha cierta y ha constituido abuso de firma en blanco, no se ha valorado ni aplicado la normativa legal vigente, en la valoración puntual de dos Instrumentos probatorios, como lo es una “Nota” por sobre una “Carta Documento”. La valoración de “La Nota” por sobre “Una Carta Documento” violenta el debido proceso y el derecho de defesa en juicio, y nos sumerge en una profunda inseguridad jurídica. Para que se configure un despido, y por consiguiente la extinción de la relación laboral, es necesario que exista una notificación de dicho despido. No es suficiente que el despido sea notificado verbalmente al trabajador, sino que es requisito que sea notificado “fehacientemente”.
Agregó: “Sostengo que es importante, ya que importa determinar en qué momento se extingue la relación laboral, para saber de esta forma, desde cuándo no existen entre las partes más obligaciones respecto de la misma. Como asimismo, principalmente, para saber desde qué fecha deben efectuarse las liquidaciones de las indemnizaciones que acarrea un despido. Siendo que la NOTA fue desconocida, la misma carece de fecha cierta, “NO EXISTE FECHA DE DISTRACTO” Si existe ya que la empleadora envió CARTA DOCUMENTO SUSCRIPTA POR ELLA, INSTRUMENTO PÚBLICO DE FECHA de fecha 31/07/2015, “QUEDA DESPEDIDO SIN CAUSA”.- Si bien la norma no exige, fecha cierta, ésta resulta JURÍDICAMENTE INDISPENSABLE ante su cuestionamiento. La fecha en que se perfecciona y/o adquiere eficacia la comunicación del despido es de vital importancia en cuanto ante el cuestionamiento y la necesidad de revisar la contemporaneidad y/o proporcionalidad de la sanción se determina conforme a la fecha en que han nacido las obligaciones emergentes del caso. Siendo desconocido el instrumento “NOTA”, no resulta relevante la firma inserta en el documento por el trabajador, ya que sabemos S.E. de la vulnerabilidad del trabajador ante la firma de documentos en blanco. Práctica que resulta común y solo puede ser controlada mediante la exigencia de formalidades”.

Finalmente dijo: “El error de derecho es inexcusable, el trabajador ha sido despedido por CD, instrumento público, con fecha cierta, suscripto por La Patronal, expresamente reconocido, y se lo despidió SIN CAUSA”.
“El instrumento público lleva ínsito su valor probatorio, podría decirse que se prueba a sí mismo. No se presenta como una proposición inicialmente dudosa; no tiene necesidad de demostrar..., sólo muestra. Y qué es lo que muestra? Pues se muestra a sí misma, en primer lugar, y luego muestra su contenido... ". El valor probatorio es una consecuencia lógica de la fe pública que rodea al instrumento público en general...- Es precisamente lo que establece el art. 993: "El instrumento público hace plena fe hasta que sea argüido de falso, por acción civil o criminal, de la existencia material de los hechos, que el oficial público hubiese anunciado como cumplidos por él mismo, o que han pasado en su presencia".- La NOTA, que el Juez a-quo y ahora La Excma. Cámara toma como extintiva del contrato, es un instrumento privado, ha sido desconocida, implica en todo caso ABUSO DE FIRMA EN BLANCO, CARECE DE FECHA CIERTA Y CONFIGURA FRAUDE LABORAL. No puede ser opuesto a Un Instrumento Público emanado del propio demandado”.
2) Que, ordenado y corrido el traslado de ley, compareció la contraria y contestó en ESCEXT N° 11124609, de fecha 13/03/2019, escrito en el cual, por los argumentos que expuso, a los que me remito a causa de brevedad, solicitó se rechace el recurso, con costas.

3) Que en fecha 08/05/2019 se pronunció el Procurador General, en actuación N° 11492726, escrito en el cual en lo medular dijo: “En la resolución del caso, a pesar del intento de la recurrente de enmarcarlo dentro de las causales de casación, como una cuestión de interpretación y aplicación de la ley, depende inescindiblemente de la revisión y revalorización de la prueba habida en la causa, en particular de la prueba documental. Pero ello rebasa los lindes del recurso intentado, y no se puede sin más revisar el discernimiento que los jueces ordinarios han hecho en el ejercicio de sus funciones con respecto a los hechos y la prueba de los casos sometidos a su decisión, pues ello llevaría a asumir facultades de los tribunales de mérito, creando una tercera instancia ordinaria, al margen de la especificidad del recurso de casación”.
También consideró el Procurador que: “Si bien la actora sustenta la casación en los supuestos contemplados en el art. 287 de la Ley de rito, no es menos cierto, que en definitiva, se refiere a materia de hecho y prueba merituados en su oportunidad por los tribunales inferiores, lo que en consecuencia, no advierto configurad(a) causal prevista en los términos del art. 287 del Código de rito”.
Agregó que: “Al respecto cabe señalar, que en la merituación de la prueba los jueces son libres en la selección de los medios probatorios e indiciarios que los conducen a establecer los hechos, y de optar por aquellos que les ofrecen mayores garantías de eficacia en el descubrimiento de la verdad, ya sea omitiendo o haciendo prevalecer unos u otros, por lo que esta temática queda -por regla- excluida del control casatorio, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio, busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende, debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado (Cfr. STJSL-S.J.N° 64/08 “Peralta Raúl Humberto c/ Naturel S. A. Y O. – D. y P. - Recurso de Casación”; STJSL-S.J. N°11/12 “Andino Ramón Carlos c/ Bagley Argentina S.A y/o Quien Corresponda s/ Demanda Laboral – Recurso de Casación”, 28/02/12)”.
Por lo que concluyó: “Pues bien, a mi juicio la argumentación expuesta en el escrito recursivo, en orden a justificar la presencia de las causales que habilitan la casación, es insuficiente, y, lejos de demostrar la existencia de algún motivo legal, pone de manifiesto, la disconformidad de la recurrente con el fallo que le ha resultado adverso en primera y segunda instancia, y el planteo de cuestiones ajenas a esta instancia de excepción. En esta inteligencia la impugnación recursiva no puede prosperar y corresponde el rechazo de la misma”.
4) Que, en primer lugar corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley para provocar el juicio de casación. 

En este sentido se advierte que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, conforme los términos del art. 289 del CPC y C, en atención a constancia de: 1) La fecha de notificación de la sentencia recurrida, 07/02/2019 (ver actuación N° 10871507); 2) La interposición del recurso en fecha 07/02/2019 (ver ESCEXT N° 10874764); y 3) La fundamentación del mismo en fecha 18/02/2019 (ver ESCEXT N° 10953280).

Asimismo se observa que en virtud de la excepción expresa contenida en el artículo 290 del CPC y C, el recurrente se encuentra eximido de abonar el depósito exigido ordinariamente como requisito de admisibilidad del recurso de casación, toda vez que el recurrente inviste la calidad de empleado o trabajador en proceso laboral.

Por otro lado se pretende la casación de una sentencia definitiva emanada de Cámara de Apelación, en cumplimiento de lo preceptuado por el art. 286 del CPC y C.

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 CPC y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: 1) Que, a los efectos del análisis de esta segunda cuestión, y en armonía a lo que prescribe el art. 301 inc. b) del CPC y C, debe dilucidarse si en la resolución recurrida existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del código citado y si el escrito de fundamentación se basta así mismo, caso contrario el recurso deducido no podría prosperar. (STJSL, “KRAVETZ ELIAS SAMUEL  c/ EDESAL S.A. - D. y P. - RECURSO DE CASACIÓN”, 17-05-2007).

Al respecto este Alto Cuerpo tiene establecido que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumple (hace que) el recurso en estudio deb(a) ser rechazado (cfr. fallo citado en párrafo anterior).

En relación a la correcta conceptualización y por ende preciso trazado de lindes del remedio impugnaticio intentado, cabe señalar, siguiendo la doctrina especializada, “…que una de las características típicas de la casación es que solo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (causal); por ende no es suficiente el simple interés -el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado -objetivado- por ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) Debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; b) Siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación” 2ª  Edición, p. 213). STJSL-SJ “CHÁVEZ MIRTA NORA  c/ OBRA SOCIAL PERSONAL DE IND. QUÍMICAS y PETROQUÍMICAS s/ COBRO DE PESOS - RECURSO DE CASACIÓN”, 29-11-2007).
2) Que, del análisis de la exposición recursiva y tal como ha sido relatado precedentemente en lo pertinente, es evidente que la crítica del fallo parte fundamentalmente de una discrepancia respecto de las valoraciones probatorias realizadas por el a-quo.

Es acertado lo señalado por el Procurador General en cuanto advierte que el recurrente pretende una revisación de lo valorado en las instancias ordinarias, acerca de la prueba que condujo a la Cámara a adoptar la decisión de confirmar parcialmente la sentencia de primera instancia, en particular referencia al instrumento mediante el cual se comunicó el distracto laboral al trabajador. 

Lo cierto es que, tal como puede observarse en la exposición recursiva, el análisis propuesto conduce necesariamente a examinar no solo la prueba producida por ambas partes (nota de despido, carta documento de fecha 31/07/2015 y carta documento de fecha 03/09/2015), sino la valoración que de ella ha hecho la Cámara para rechazar la apelación de la actora.
Además es de destacar que el recurrente no ha hecho otra cosa que reeditar lo argumentado al momento de expresar agravios (ver ESCEXT N° 10231555, de fecha 15/10/2018), con el agravante de que ni siquiera se ha hecho cargo del abordaje que sobre el punto hizo la Cámara al rechazar el agravio, cuando dijo: “IV.- Abordare en primer término el recurso del actor. El mismo esta direccionado a cuestionar el instrumento por el cual se tiene por materializado el despido con causa del dependiente y que fuere desconocido por su parte. Analizado los argumentos que se exponen para cuestionar la sentencia se advierte que los mismos no resultan suficientes a los efectos deseados por el apelante. Coincido en un todo con lo manifestado por el a-quo en su resolución al tema en debate. La comunicación ESCRITA efectuada por la empresa cumple con la finalidad prevista en el art. 243 de la LCT, al determinar con precisión las causas del distracto, las que por otro lado han sido debidamente acreditadas en el legajo y no desconocidas ni controvertidas por el empelado. Dicha comunicación fue recibida por el actor conforme firma de su puño y letra (véase al respecto pericial caligráfica incorporada al legajo) impuesta en la nota de referencia. Por lo que se cumple con el requisito de la comunicación concreta y efectiva al dependiente de los motivos en los que funda el distracto con causa dispuesto por el principal. Comparto plenamente el fundamento del sentenciante cuando expresa que “la nota interna de la empresa cumple con lo prescripto en la norma y donde el destinatario está presente y en el momento que firma acusa recibo de la misma perfeccionándose el acto, por lo que no hay ninguna inseguridad respecto a la recepción y a su fecha”. La alusión al error materializado en carta documento de fecha 31/07/2015, aclarado en fecha 03/09/2015, constituye un simple ardid que colisiona con el deber de buena fe que deben respetar las partes aun al momento de la conclusión del vínculo laboral y que por cierto resulta ineficiente en la pretensión de mutar la causal del despido. En conclusión la apelación en tratamiento aparece desprovista de fundamentos que autoricen revocar el pronunciamiento de la instancia de origen en este aspecto, siendo su desestimación ineludible””.
En consecuencia, es evidente que la materia propuesta a casación es ajena a la vía extraordinaria intentada. En ese sentido el Superior Tribunal de San Luis ha dicho que: “…si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado. La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio…” (STJSL-S.J.–S.D. N° 14/13, “BARROSO, LEONARDO EDUARDO ANDRES c/ GLOBAL PUNTANA S.R.L. y OTRO s/ DEMANDA LABORAL — RECURSO DE CASACIÓN”  Expte. N° 18-B-12 - IURIX N° 71858/7).

Del mismo modo es de aplicación al presente lo sostenido invariablemente por este Superior Tribunal respecto al recurso en estudio, cuando dijo que: “…La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio…” (STJSL-SJ Nº 53/04 “BCO. SAN LUIS S.A. - BCO. COMERCIAL MINORISTA c/ LINDOW y ASOC. S.A. y/OTRO – EJ. HIPOTECARIA – RECURSO DE CASACIÓN”, 19-10-04).
En consecuencia, siendo la cuestión planteada ajena al ámbito de la casación, el medio recursivo en estudio deviene improcedente, debiendo destacarse, nuevamente, que el recurso de casación no procura una tercera instancia con el fin de revisar la justicia material de las sentencias de tribunales de grado, sino antes bien el restablecimiento del imperio de la ley a través de la correcta hermenéutica en atención principalmente a consideraciones de interés público vinculados con la seguridad jurídica, aunque sin excluir la finalidad de justicia en el caso concreto.
Por lo expuesto VOTO a esta CUESTIÓN por la NEGATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.
A LA TERCERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el Recurso de Casación. ASÍ LO VOTO.
///…
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.
A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: Costas al recurrente vencido, arts. 68 y 69 del CPC y C.
Los Señores Ministros, Dres. LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, diecisiete de octubre de dos mil diecinueve.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación interpuesto por la actora. 

II) Costas a la recurrente vencida.

REGÍSTRESE y NOTIFIQUESE.
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia Dres. CARLOS ALBERTO COBO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y LILIA ANA NOVILLO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
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